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República de Colombia
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible

AUTORIDAD NACIONAL DE LICENCIAS AMBIENTALES 
- ANLA –

RESOLUCIÓN N°  00642
( 13 de abril de 2020 )

“Por la cual se modifica la Resolución No. 00470 del 19 de marzo de 2020”

EL DIRECTOR GENERAL DE LA AUTORIDAD NACIONAL DE LICENCIAS AMBIENTALES – 
ANLA

En uso de sus facultades legales asignadas en las leyes 99 de 1993, 1437 de 2011, en el artículo 6 del 
Decreto Legislativo 491 del 28 de marzo de 2020, en los Decretos 3573 de 2011, 1076 de 2015, 376 de 2020 

y en la Resolución 1690 del 6 de septiembre de 2018 del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, y

CONSIDERANDO:

Que según lo previsto en el Decreto-ley 3573 de 2011, la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales – ANLA, 
es la encargada de que los proyectos, obras o actividades sujetos de licenciamiento, permiso o trámite 
ambiental cumplan con la normativa ambiental, de tal manera que contribuyan al desarrollo sostenible ambiental 
del País. 

Que dentro del ejercicio de sus funciones legales la Autoridad debe mantener canales de interacción con sus 
usuarios y la ciudadanía en general.

Que la ley 962 de 20051 previó en su artículo 6°, en relación con la simplificación y racionalización de trámites, 
autorizar a los organismos y entidades de la administración pública atender trámites y procedimientos de su 
competencia, empleando cualquier medio tecnológico del cual dispongan, a fin de hacer efectivos los principios 
de igualdad, economía, celeridad, imparcialidad, publicidad, moralidad y eficacia en la función administrativa, 
previstos hoy en el artículo 3° de la Ley 1437 de 2011, siempre que se garantice la autenticidad, disponibilidad 
e integridad.  

Que la ley 1437 de 2011 dentro de sus preceptos normativos contempló la posibilidad de realizar trámites y 
procedimientos administrativos a través de medios electrónicos.  En efecto, el artículo 35 señaló que “los 
procedimientos administrativos se adelantarán por escrito, verbalmente, o por medios electrónicos de 
conformidad con lo dispuesto en este Código o la ley.” (Subrayado por fuera del texto original)

Que esta ley, más adelante en el capítulo IV, reguló lo pertinente a la “Utilización de medios electrónicos en el 
procedimiento administrativo”. Para ello, el artículo 53 dispuso: “Procedimientos y trámites administrativos a 
través de medios electrónicos. Los procedimientos y trámites administrativos podrán realizarse a través de 
medios electrónicos. Para garantizar la igualdad de acceso a la administración, la autoridad deberá asegurar 
mecanismos suficientes y adecuados de acceso gratuito a los medios electrónicos, o permitir el uso alternativo 
de otros procedimientos.

1 “Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del Estado y de los particulares que 
ejercen funciones públicas o prestan servicios públicos.”
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En cuanto sean compatibles con la naturaleza de los procedimientos administrativos, se aplicarán las 
disposiciones de la Ley 527 de 1999 y las normas que la sustituyan, adicionen o modifiquen.” (Subrayado por 
fuera del texto original).

Que el numeral 8 del artículo 2 de la Ley 1341 de 2009 señaló: “Masificación del Gobierno en Línea. Con el 
fin de lograr la prestación de servicios eficientes a los ciudadanos, las entidades públicas deberán adoptar todas 
las medidas necesarias para garantizar el máximo aprovechamiento de las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones en el desarrollo de sus funciones. El Gobierno Nacional fijará los mecanismos y condiciones 
para garantizar el desarrollo de este principio. Y en la reglamentación correspondiente establecerá los plazos, 
términos y prescripciones, no solamente para la instalación de las infraestructuras indicadas y necesarias, sino 
también para mantener actualizadas y con la información completa los medios y los instrumentos tecnológicos.” 
(Subrayado por fuera del texto original).

Que en cuanto al uso de las Tecnologías de la Información y Comunicaciones, TIC´S, ya el Decreto-ley 019 de 
2012,  puso a disposición de los particulares y de las entidades estatales los medios electrónicos, como 
instrumentos idóneos para el desarrollo de sus actividades cotidianas y establece en el artículo 4°, que las 
autoridades deben incentivar el uso de éstos para que los procesos administrativos se adelanten con diligencia, 
dentro de los términos legales, sin dilaciones injustificadas y con el propósito de adoptar las decisiones 
administrativas en el menor tiempo posible.

Que con los mismos propósitos, el Decreto 2106 de 2019 2 establece que “Para lograr mayor nivel de eficiencia 
en la administración pública y una adecuada interacción con los ciudadanos y usuarios, garantizando el derecho 
a la utilización de medios electrónicos, las autoridades deberán integrarse y hacer uso del modelo de Servicios 
Ciudadanos Digitales”3, reconoce que las personas pueden adelantar sus trámites a través de “todos los 
portales, sitios web, plataformas, ventanillas únicas, aplicaciones y soluciones existentes”4 , autoriza la gestión 
documental electrónica;5 y le manda a la Administración Pública cumplir sus responsabilidades y cometidos 
atendiendo las necesidades del ciudadano con el fin de garantizar la efectividad de sus derechos6.

Que en este punto se debe tener en cuenta que, el artículo 5° de la Ley 1978 de 2019, modificatorio del artículo 
6° de la Ley 1341 de 2009, dispuso que las tecnologías de la Información y las Comunicaciones son el conjunto 
de recursos, herramientas, equipos, programas informáticos, aplicaciones, redes y medios que permiten la 
compilación, procesamiento, almacenamiento, transmisión de información como voz, datos, texto, video e 
imágenes.

Que mediante Decreto 081 del 11 de marzo de 2020 de la Alcaldía Mayor de Bogotá, se adoptaron medidas 
sanitarias y acciones transitorias de policía para la preservación de la vida y mitigación del riesgo con ocasión 
de la situación epidemiológica causada por el COVID-19

Que el Ministerio de Salud y Protección Social mediante la Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 declaró la 
emergencia sanitaria por la misma razón.

Que la Resolución señalada anteriormente consideró: “Que el 9 de marzo de 2020, el Director General de la 
OMS recomendó, en relación con COVID-19, que los países adapten sus respuestas a esta situación, de 
acuerdo al escenario en que se encuentre cada país, invocó la adopción prematura de medidas con un Objetivo 
común a todos los países: detener la transmisión y prevenir la propagación del virus para lo cual los países sin 
casos; con casos esporádicos y aquellos con casos agrupados deben centrarse en encontrar, probar, tratar y 
aislar casos individuales y hacer seguimiento a sus contactos.  (…)

Que la OMS declaró el 11 de marzo de los corrientes que el brote de COVID-19 es una pandemia, 
esencialmente por la velocidad en su propagación, y a través de comunicado de prensa anunció que, a la 
fecha, en más de 114 países, distribuidos en todos los continentes, existen casos de propagación y contagio y 

2 “Por el cual se dictan normas para simplificar, suprimir y reformar trámites, procesos y procedimientos innecesarios existentes en la administración pública”.
3 Artículo 9.
4 Artículo 14.
5 Artículo 16.
6 Es por ello que en desarrollo de los postulados del Buen Gobierno, se requieren instituciones eficientes, transparentes y cercanas al ciudadano, que le den opciones para la 
gestión de sus intereses y la efectivización de sus derechos fundamentales, aún en los estados de excepción, en consonancia con lo previsto en los artículos 83 y 84 de la 
Carta Política, en donde se dispone que todas las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se 
presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas
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más de 4.291 fallecimientos, por lo que instó a los Estados a tomar acciones urgentes y decididas para la 
identificación, confirmación, aislamiento, monitoreo de los posibles casos y el tratamiento de los casos 
confirmados, así como la divulgación de las medidas preventivas, todo lo cual debe redundar en la mitigación 
del contagio.”

Que la resolución en comento dispuso “(…) ordenar a los jefes, representantes legales, administradores o 
quienes hagan sus veces a adoptar, en los centros laborales públicos y privados, las medidas de prevención y 
control sanitario para evitar la propagación del COVID-19 deberá impulsarse al máximo la prestación del servicio 
a través del teletrabajo.”

Que Presidencia de la República expidió la Directiva No. 02 del 12 de marzo de 2020, en virtud de la cual, como 
mecanismo de contingencia en relación con los posibles impactos en la salud de las personas que pueda 
generar el COVID-19 y con el propósito de garantizar la prestación del servicio público, se impartieron las 
siguientes directrices: 

“2. USO DE HERRAMIENTAS COLABORATIVAS 

2.1. Minimizar las reuniones presenciales de grupo, y cuando sea necesario realizarlas, 
propender por reuniones virtuales mediante el uso de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. 
2.2. Acudir a canales virtuales institucionales, transmisiones en vivo y redes sociales, para 
realizar conversatorios, foros, congresos o cualquier tipo de evento masivo.
2.3. Usar las herramientas tecnológicas para comunicarse, el acuerdo marco de precios de nube 
pública vigente, trabajo colaborativo y telepresencial -videoconferencia-, para evitar el uso, 
impresión y manipulación de papel.
 2.4. Adoptar las acciones que sean necesarias para que los trámites que realicen los ciudadanos 
se adelanten dándole prioridad a los medios digitales.
 2.5. Hacer uso de herramientas como e-Iearning, portales de conocimiento, redes sociales y 
plataformas colaborativas, para adelantar los procesos de capacitación y formación que sean 
inaplazables.”

Que la Alcaldía Mayor de Bogotá D.C. mediante Decreto Distrital 087 del 16 de marzo de 2020, declaró la 
calamidad pública en Bogotá D.C. hasta por el término de seis (6) meses, con ocasión de la situación 
epidemiológica, causada por el Coronavirus COVID-19.

Que el artículo 1 de la Ley 1523 de 2012 señala que la gestión del riesgo de desastres, "( ...) es un proceso 
social orientado a la formulación, ejecución, seguimiento y evaluación de políticas, estrategias, planes, 
programas, regulaciones, instrumentos, medidas y acciones permanentes, para el conocimiento y la reducción 
del riesgo y para el manejo de desastres, con el propósito explícito de contribuir a la seguridad, el bienestar, la 
calidad de vida de las personas y el desarrollo sostenible." 

Que, de acuerdo con la ley antes mencionada, la gestión de riesgo se debe orientar por el principio de 
protección, según el cual "Los residentes en Colombia deben ser protegidos por las autoridades en su vida e 
integridad física y mental, en sus bienes y en sus derechos colectivos a la seguridad, la tranquilidad la salubridad 
pública y a gozar de un ambiente sano, frente a posibles desastres o fenómenos peligrosos que amenacen o 
infieran daño a los valores enunciados."

Que el parágrafo 1° artículo 2.8.8.1.4.3. del Decreto Único reglamentario del sector Salud No 780 de 2016, 
establece que “(…) en caso de epidemias o situaciones de emergencia nacional o internacional, se podrán 
adoptar medidas de carácter urgente y otras precauciones basadas en principios científicos recomendadas por 
expertos con el objeto de limitar la diseminación de una enfermedad o un riego que se haya extendido 
ampliamente dentro de un grupo o comunidad en una zona determinada.”

Que, en atención con lo anterior, mediante Circular Interna No. 00007 del 16 de marzo de 2020, la ANLA adoptó 
medidas de gestión de personal, con el objeto de prevenir y controlar la propagación del COVID 19 a 
colaboradores y usuarios de los servicios de la entidad. 
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Que mediante el Decreto Legislativo 417 de 17 de marzo de 2020, el Presidente de la República declaró el 
Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional. 

Que algunos de los servicios que presta la ANLA requieren atención presencial, situación que implica 
interacción directa entre los colaboradores de la entidad con los usuarios, generándose un alto riesgo de 
propagación de la enfermedad denominada COVID-19. Por esta razón, se consideró procedente y necesario 
ordenar la suspensión de estos servicios, mediante Resolución 00470 del 19 de marzo de 2020, que no tuviesen 
un canal virtual o no presencial de reemplazo.

Que la ANLA adelanta diferentes actuaciones administrativas que, por orden legal, se enmarcan en términos 
procesales de obligatorio cumplimiento tanto para la Entidad como para las personas intervinientes e 
interesados en éstas. 

Que el Decreto el Decreto Legislativo 457 de 22 de marzo de 2020, expedido por el Presidente de la República, 
ordenó el aislamiento preventivo obligatorio de los habitantes de la República de Colombia, a partir de las cero 
horas (00:00 a.m.) del día 25 de marzo de 2020, hasta las cero horas (00:00 a.m.) del día 13 de abril de 2020, 
en el marco de la emergencia sanitaria por causa del Coronavirus COVID-19.

Que el 28 de marzo de 2020 el Gobierno Nacional expidió el Decreto Legislativo 491 de 2020, “Por el cual se 
adoptan medidas de urgencia para garantizar la atención y la prestación de los servicios por parte de las 
autoridades públicas y los particulares que cumplan funciones públicas y se toman medidas para la protección 
laboral y de los contratistas de prestación de servicios de las entidades públicas, en el marco del Estado de 
Emergencia Económica, Social y Ecológica” y en sus considerandos contempló:
 

“Que las entidades y organismos del Estado deben proteger y garantizar los derechos y libertades 
de las personas, la primacía de los intereses generales, la sujeción de las autoridades a la 
Constitución y demás preceptos del ordenamiento jurídico, el cumplimiento de los fines y 
principios esenciales estatales, el funcionamiento eficiente y democrático de la administración y 
la observancia de los deberes del Estado y de los particulares.

Que de conformidad con lo anterior se hace necesario tomar medidas en materia de prestación 
de servicios a cargo de las entidades y organismos del Estado, con la finalidad de prevenir la 
propagación de la pandemia mediante el distanciamiento social, flexibilizando la prestación del 
servicio de forma presencial y estableciendo mecanismos de atención mediante la utilización de 
medios digitales y del uso y aprovechamiento de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones, de manera que se evite el contacto entre los servidores públicos y los 
ciudadanos, sin que ello afecte la continuidad y efectividad del servicio. […] 

Que, de igual manera, se debe garantizar la atención a los administrados y el cumplimiento 
efectivo de las funciones administrativas y jurisdiccionales mediante el uso de medios 
tecnológicos y de telecomunicación sin afectar los servicios que sean estrictamente necesarias 
para prevenir, mitigar y atender la emergencia sanitaria por causa del Coronavirus COVID-19, y 
garanticen el funcionamiento de los servicios indispensables del Estado.” 

 
Que el artículo 3° del Decreto Legislativo citado establece lo siguiente:

“Artículo 3. Prestación de los servicios a cargo de las autoridades. Para evitar el contacto 
entre las personas, propiciar el distanciamiento social y hasta tanto permanezca vigente la 
Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social, las autoridades a 
que se refiere el artículo 1 del presente Decreto velarán por prestar los servicios a su cargo 
mediante la modalidad de trabajo en casa, utilizando las tecnologías de la información y las 
comunicaciones.

Las autoridades darán a conocer en su página web los canales oficiales de comunicación e 
información mediante los cuales prestarán su servicio, así como los mecanismos tecnológicos 
que emplearán para el registro y respuesta de las peticiones.
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En aquellos eventos en que no se cuente con los medios tecnológicos para prestar el servicio en 
los términos del inciso anterior, las autoridades deberán prestar el servicio de forma presencial. 
No obstante, por razones sanitarias, las autoridades podrán ordenar la suspensión del servicio 
presencial, total o parcialmente, privilegiando los servicios esenciales, el funcionamiento de la 
economía y el mantenimiento del aparato productivo empresarial. 

En ningún caso la suspensión de la prestación del servicio presencial podrá ser mayor a la 
duración de la vigencia de la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y 
Protección Social.”

Que, de igual forma, el artículo 6º del Decreto Legislativo estableció lo siguiente:

Artículo 6. Suspensión de términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales en sede 
administrativa. Hasta tanto permanezca vigente la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio 
de Salud y Protección Social las autoridades administrativas a que se refiere el artículo 1 del 
presente Decreto, por razón del servicio y como consecuencia de la emergencia, podrán suspender, 
mediante acto administrativo, los términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales en 
sede administrativa. La suspensión afectará todos los términos legales, incluidos aquellos 
establecidos en términos de meses o años. 

La suspensión de los términos se podrá́ hacer de manera parcial o total en algunas actuaciones o en 
todas, o en algunos trámites o en todos, sea que los servicios se presten de manera presencial o 
virtual, conforme al análisis que las autoridades hagan de cada una de sus actividades y procesos, 
previa evaluación y justificación de la situación concreta. 

En todo caso los términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales se reanudarán a partir 
del día hábil siguiente a la superación de la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de 
Salud y Protección Social. 

Durante el termino que dure la suspensión y hasta el momento en que se reanuden las actuaciones 
no correrán los términos de caducidad, prescripción o firmeza previstos en la Ley que regule la 
materia. 

Parágrafo 1. La suspensión de términos a que se refiere el presente artículo también aplicará para el 
pago de sentencias judiciales. 

Parágrafo 2. Los Fondos Cuenta sin personería jurídica adscritos a los ministerios, que manejen 
recursos de seguridad social y que sean administrados a través de contratos fiduciarios, podrán 
suspender los términos en el marco señalado en el presente artículo. 

Durante el tiempo que dure la suspensión no correrán los términos establecidos en la normatividad 
vigente para la atención de las prestaciones y en consecuencia no se causaran intereses de mora. 

Parágrafo 3. La presente disposición no aplica a las actuaciones administrativas o jurisdiccionales 
relativas a la efectividad de derechos fundamentales.” 

Que en consonancia con lo anterior, la ANLA expidió la Resolución 574 de marzo 31 de 2020 “Por la cual se 
modifican las Resoluciones No. 00461 y 00470 del 18 y 19 de marzo de 2020”, ampliando la suspensión, de la 
prestación de los servicios presenciales que no tuviesen canal virtual o no presencial de reemplazo,  por el 
término de duración del aislamiento preventivo obligatorio ordenado por el Presidente de la República mediante 
Decreto 457 de 2020 o de la norma que lo modifique, sustituya, adicione o derogue.

Que la Alcaldía Mayor de Bogotá, el 8 de abril de 2020, expidió el Decreto Distrital 106 de 2020 “Por el cual se 
imparten las órdenes e instrucciones necesarias para dar continuidad a la ejecución de la medida de aislamiento 
obligatorio en Bogotá D.C.”, esta norma en su artículo primero continuó el aislamiento preventivo obligatorio en 
el territorio de Bogotá D.C., hasta el 27 de abril de 2020.
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Que así mismo, el Presidente de la República expidió el Decreto Legislativo 531 de 2020, extendiendo el 
aislamiento preventivo obligatorio de todas las personas habitantes de la República de Colombia previsto en el 
Decreto 457 de 2020, a partir de las cero horas (00:00 a.m.) del día 13 de abril de 2020, hasta las cero horas 
(00:00 a.m.) del 27 de abril de 2020, en el marco de la emergencia sanitaria por causa del Coronavirus COVID-
19.

Que con base en la relación de todo lo dispuesto, se observa que tanto legislación ordinaria como la 
normatividad de excepción, recientemente expedida, en el marco de la Emergencia Económica, Social y 
Ecológica por el COVID-19, otorgan validez a las reuniones y audiencias no presenciales o virtuales en 
reemplazo de las ordinarias, y éstas se convierten hoy en una medida necesaria, no sólo para garantizar la 
continuidad y efectividad en la prestación del servicio y función pública, sino para hacer efectivos los derechos 
fundamentales de audiencia y participación de los administrados en la toma de decisiones de las autoridades, 
mientras dure el confinamiento obligatorio, instrumento de protección de la salud y vida de los habitantes del 
territorio nacional. Todo lo anterior, siempre y cuando se garantice la efectiva participación ciudadana y el debido 
proceso. 

Que finalmente, de acuerdo con el artículo 2 del Decreto 376 de 2020, dentro de las funciones asignadas al 
Despacho del Director General de la ANLA señaló “Dirigir la ejecución y cumplimiento de los objetivos, políticas, 
planes, programas y proyectos inherentes al desarrollo del objeto de la Autoridad Nacional de Licencias 
Ambientales –ANLA.”

RESUELVE

ARTÍCULO PRIMERO. El artículo primero de la Resolución No. 00470 de 19 de marzo de 2020, modificada por 
la Resolución No. 00574 de 31 de marzo de 2020, tendrá tres parágrafos, sustitutivos de los anteriores, con el 
siguiente texto:  

“PARÁGRAFO PRIMERO: Suspender, durante la vigencia de la presente resolución, los términos de los 
trámites administrativos contentivos de los servicios presenciales que, según la tabla anterior, la ANLA no tenga 
un canal de comunicación de reemplazo, salvo que el interesado en el trámite de expedición o modificación del 
instrumento y control ambiental asuma su disponibilidad por medio de las tecnologías de la información y 
comunicaciones conforme con la normativa vigente, de tal manera que se garantice la participación ciudadana 
efectiva en dichas actuaciones. 

PARÁGRAFO SEGUNDO:  Suspender los servicios que dependan de la asistencia presencial a la diligencia 
de notificación personal cuando la notificación no pueda realizarse electrónicamente.
 
PARÁGRAFO TERCERO: En relación con los procesos de consulta previa, se deberá dar aplicación a lo 
establecido en la Circular Externa No. OFI2020-7728-DCP-2500 del 16 de marzo de 2020, expedida por el 
Ministerio del Interior.”

ARTÍCULO SEGUNDO: Las demás disposiciones de la Resolución 00470 de 19 de marzo de 2020, modificada 
por la Resolución No. 00574 de 31 de marzo de 2020, no adicionadas en la presente resolución mantienen su 
vigencia y por el plazo que dure la medida de aislamiento preventivo obligatorio ordenada por el Gobierno 
Nacional en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica  declarado por el Presidente de 
la República con la firma de todos los ministros mediante Decreto Legislativo 417 de 17 de marzo de 2020. 

ARTÍCULO TERCERO: La presente Resolución rige a partir de la fecha de publicación en la Gaceta Ambiental 
de esta entidad.

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

Dada en Bogotá D.C., a los 13 de abril de 2020
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RODRIGO SUAREZ CASTAÑO
Director General

Revisó: --JOSE VICENTE AZUERO GONZALEZ (Contratista)
DANIEL RICARDO PÁEZ DELGADO (Jefe Oficina Asesora Jurídica )
Proyectó: LUIS ENRIQUE CORTES FANDIÑO

Proceso No.: 2020055421

Nota: Este es un documento electrónico generado desde los Sistemas de Información de la ANLA. El original reposa en los archivos digitales de la 
Entidad.


